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Tramitación urgente del expediente. Obligatoriedad de indicar el lugar de ejecución del contrato en 

el anuncio de licitación.  

CONSULTA 

““Buenos días: 

De conformidad con la GUÍA PARA EFECTUAR CONSULTAS A TRAVÉS DEL SERVICIO InfocontrataCLM, se 

indica lo siguiente: 

a) Mis datos de identificación y contacto aparecen en el pie de firma. 

b) El objeto concreto de la consulta es: 

Vamos a tramitar un contrato de obras para reformar un edificio cuyas plantas 1ª, 2ª, 3ª y 4ª están 

adscritas al Instituto de la Mujer (IM). La planta 5ª está adscrita a la Consejería de H y AP.  

El estado actual es deficiente: 

- La cubierta necesita una reforma integral para evitar filtraciones al interior del inmueble. 

- La caldera de gasoil y las tuberías están obsoletas, necesita sustitución por calderas de gas individuales 

y sectorización por plantas. 

- El acceso al inmueble no es accesible y el ascensor es antiguo y de pequeña dimensión. 

- Las instalaciones de abastecimiento de agua y de saneamiento necesitan reforma y actualización. 

- Cada inmueble del edificio necesita una rehabilitación integral, ya que presentan los materiales de 

construcción de origen, ocasionando la falta de confort e ineficiencia energética. Se intervendría en los 8 

adscritos al IM. 

Estas obras se acometerán con cargo a un fondo finalista procedente del Pacto de Estado contra la 

Violencia de Género (Fondo 7), por un importe de XX  € en el año 2022 y una cuantía similar en 2023. 

Estas actuaciones destinadas a financiar programas de gasto de inversión por cuantía de XX  € deben 

estar ejecutadas el 31 de diciembre de 2022, por ello sería necesario la tramitación urgente. 

-La primera pregunta es: ¿se puede interpretar que concurre el supuesto previsto en el artículo 119 de 

la LCSP: “1. Podrán ser objeto de tramitación urgente los expedientes correspondientes a los contratos 

cuya celebración responda a una necesidad inaplazable o cuya adjudicación sea preciso acelerar por 

razones de interés público. A tales efectos el expediente deberá contener la declaración de urgencia 
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hecha por el órgano de contratación, debidamente motivada.” Dado el estado del inmueble y la 

necesidad de acelerar los plazos de ejecución del contrato para poder cumplir con los requisitos del 

fondo finalista? 

Pues el interés económico de una administración en no perder fondos finalistas destinados a la 

financiación de un contrato puede considerarse un interés público que habilita la tramitación urgente de 

un expediente para acelerar la adjudicación, con la cautela, eso sí, de la proporcionalidad. Es decir, que 

el interés público económico en obtener una cuantía determinada no impidiera el dejar un plazo de 

presentación de ofertas suficiente. 

-La segunda pregunta es: ¿Se puede no identificar la dirección exacta del inmueble para proteger a las 

mujeres que están acogidas en ese edificio? ¿Qué datos serían los mínimos que habría que incluir? 

c) En su caso, la identificación del expediente de contratación al que se refiera la consulta: todavía no se 

ha iniciado. 

d) La documentación que, en su caso, se considere necesaria para una adecuada preparación de la 

respuesta: Se adjunta el Informe Técnico de valoración de la obra de Reforma del edificio sito en XX. 

Si es necesario aportar algún dato más, ruego se nos comunique. 

Un saludo” 

Solicitada aclaración por este servicio respecto de la segunda de las cuestiones, la entidad consultante 

indica: 

“Buenos días: 

Nos referimos a toda la documentación que se publica. Por protección, no se da información sobre la 

ubicación exacta de ese edificio en el que se encuentran mujeres víctimas de violencia de género con 

menores.  

Si en los documentos se identifica exactamente la calle en la que se va a realizar una obra, los 

maltratadores podrían localizar su ubicación. 

Por eso, necesitamos saber si es imprescindible dar esos datos, o cómo se podría solucionar. 

Un saludo” 
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RESPUESTA 

Para dar contestación a la consulta, estudiaremos por separado las dos cuestiones suscitadas: una, 

relativa a la tramitación de urgencia de los expedientes de contratación y, otra, referida a la posibilidad 

de no incluir el lugar concreto en que se llevará a efecto el objeto del contrato. 

 La tramitación urgente del expediente 

En relación con la tramitación de urgencia, indicar que la misma está prevista en el artículo 119 de la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 

de febrero de 2014 (en adelante, LCSP), en el que se establecen una serie de especialidades en la 

tramitación de los expedientes calificados de urgencia, especialidades que se traducen en: 

- Preferencia para su despacho por los órganos que participan en el expediente de contratación, 

ya sea emitiendo informes o cumplimentando trámites. 

- Reducción a la mitad de los plazos para la licitación, adjudicación y formalización del 

contrato, con una serie de excepciones entre las que figura la presentación de proposiciones. 

- Ejecución del contrato, que debe iniciarse en el plazo máximo de 1 mes desde su formalización 

 

La ley prevé dos supuestos en los que únicamente podrá basarse el órgano de contratación para acudir 

a este tipo de tramitación: que se trate de contratos cuya celebración responda a una necesidad 

inaplazable, o que sea preciso acelerar la adjudicación del contrato por razones de interés público. 

Además, deberá figurar en el expediente de contratación una declaración del órgano de contratación 

justificando la calificación de la tramitación del expediente como de urgencia.  

En este sentido, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, 

en Sentencia de 26 de enero de 2004 (recurso 623/1999), ha señalado: 

“(…) La tramitación urgente de los expedientes de contratación administrativa constituye una facultad 

de la Administración, de carácter excepcional, para el ejercicio de la cual han de concurrir los requisitos 

exigidos en el precepto transcrito. De una parte, se trata de una modalidad de contratación utilizable, 

bien cuando la necesidad del contrato sea inaplazable, o cuando sea preciso acelerar la adjudicación por 

razones de interés público, por lo que la concurrencia del hecho constitutivo de uno u otro de tales 

supuestos ha de resultar acreditada. El primero -necesidad inaplazable- comporta el que no se pueda 
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esperar para la celebración del contrato porque exista un límite temporal impuesto por las circunstancias 

del caso, hecho que se ha de acreditar en el expediente, como es obvio. Y por mismo sucede con el 

segundo supuesto; han de concurrir las razones de interés público que hagan preciso, que exijan acelerar 

la adjudicación, que no la ejecución del contenido del contrato. 

Por otro lado, el expediente ha de contener la declaración de urgencia hecha por el órgano de 

contratación. (…) Pero, además - y esto es lo fundamental- la susodicha declaración de urgencia ha de 

estar "debidamente motivada". Como es sabido, la motivación consiste en la explicación razonada y 

razonable del contenido del acto de que se trate. (…) 

Y por supuesto, no se subsana la falta de motivación con la alegación de que el concurso se tramita con 

urgencia " a fin de no perder los créditos presupuestados a tal fin". Y esto porque, amén de no existir 

prueba alguno de ello, y de no especificar el destino del crédito que se dice presupuestado (la frase "a tal 

fin" nada explica), en manera alguna resulta jurídicamente admisible el que la Administración, 

conocedora de todas las circunstancias de lo que tiene proyectado contratar, retrase la tramitación del 

expediente de contratación para obviar la utilización del procedimiento ordinario y acudir, con una 

actuación que incluso puede encajar en el supuesto de fraude de ley, al procedimiento de urgencia.(…)” 

El Tribunal Supremo que, en la Sentencia de 27 de febrero de 2008 (recurso 5608/2004), resuelve en 

casación el caso enjuiciado por el Tribunal Superior de Justicia de Canarias a que se ha hecho mención 

en el párrafo anterior, da la razón al mismo y señala: 

“(…) La jurisprudencia de esta Sala viene estableciendo de modo constante y uniforme que la declaración 

de urgencia que exige la Ley ha de ser realizada por el órgano competente para contratar y estar 

debidamente motivada y en relación con la motivación exige que se trate de una situación urgente 

objetivamente evaluable y no apreciada de modo subjetivo por el órgano de contratación, de modo que 

responda la urgencia a razones de interés público que se acrediten de modo razonable y con criterios de 

lógica o que se demuestra la necesidad inaplazable de tramitar el procedimiento con la urgencia que 

requiera, para que de ese modo no se altere de modo injustificado el procedimiento ordinario de 

contratación que la Ley prevé como garantía del interés público. Así resulta de Sentencias como las de 

28 de octubre de 1992 o la más reciente de esta Sección Cuarta de 19 de noviembre de 2004. (…) 

No es posible aceptar el motivo. La valoración que hizo la Sentencia se refería a la falta de motivación 

que consideró insuficiente de la declaración de urgencia, y la misma era evidente. Afirmó la Sentencia 

que la necesidad de acelerar el procedimiento no podía justificarse con el inminente cierre del ejercicio 

presupuestario, recortando de ese modo la garantía que en materia de contratación administrativa 
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supone el procedimiento ordinario que no puede discrecionalmente sustituirse por el de urgencia salvo 

cuando existan razones suficientes para ello. De modo que ese proceder no puede ser consecuencia de 

la demora con que la Administración ha actuado en el desarrollo de sus obligaciones, para más adelante 

pretender acelerar las mismas en detrimento de la garantía que para el interés general supone el 

procedimiento ordinario frente al excepcional que es el de urgencia, y que no puede pretender 

transformarse de ese modo en general. Así lo expresó la Sentencia de esta Sala de 19 de noviembre de 

2004. (…)”. 

Plantea la consultante, si cabría la declaración de urgencia” dado el estado del inmueble y la necesidad 

de acelerar los plazos de ejecución del contrato para poder cumplir con los requisitos del fondo finalista”. 

En relación con esos fondos señala también: “Estas obras se acometerán con cargo a un fondo finalista 

procedente del Pacto de Estado contra la Violencia de Género (Fondo 7), por un importe de XX € en el 

año 2022 y una cuantía similar en 2023. 

Estas actuaciones destinadas a financiar programas de gasto de inversión por cuantía de XX € deben 

estar ejecutadas el 31 de diciembre de 2022, por ello sería necesario la tramitación urgente”. 

La Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Cataluña (en adelante, JCCAC), en su Informe 

3/2018, se refiere a la posibilidad de que el interés económico de una Administración en recibir o no 

perder fondos procedentes de una subvención destinados a la financiación de un contrato pueda 

considerarse un interés público que habilite la tramitación urgente de un expediente para acelerar la 

adjudicación del contrato. Señala la JCCAC que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 119 de la 

LCSP “la urgencia tiene que derivar de la necesidad de acelerar la celebración o la adjudicación del 

contrato, bien por la existencia de una necesidad inaplazable, o bien por concurrir una razón de interés 

público. En este sentido, hay que precisar ya ahora, vista la referencia en el escrito de petición de informe 

al hecho de que “el contrato debe ejecutarse con estricta sujeción a unos plazos fijados en una 

convocatoria de subvención”, que no procede la tramitación urgente de un expediente de contratación 

si la urgencia deriva de la necesidad de acelerar los plazos de ejecución de un contrato. 

En su informe, la JCCAC se centra para analizar si concurren los supuestos habilitantes para declarar la 

urgencia del expediente en uno de ellos: la aceleración de la adjudicación por razones de interés público, 

y citando la Resolución nº. 3/2016, de 12 enero de 2016 del Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales, señala que  “el concepto de interés público constituye, como es sabido, el prototipo de 

concepto jurídico indeterminado caracterizado, como su propio nombre indica, por la indeterminación 

previa de los supuestos precisos constitutivos de su existencia, debiendo ser, en cada caso, el operador 
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jurídico quien resuelva, en vista de las circunstancias concurrentes, si existe o no un interés público que 

pueda justificar la decisión adoptada, ya que el interés público es la razón de ser justificadora de toda la 

actuación de la Administración y de los Poderes Públicos en general, que no pueden actuar 

arbitrariamente adoptando decisiones por simple conveniencia o cambiar injustificadamente de 

criterio”. 

Se refiere la JCCAC a que la indeterminación del concepto de interés público posibilita la inclusión del 

interés económico de una administración en recibir o no perder fondos procedentes de una subvención 

destinados a la financiación de un contrato y señala que “más allá de la necesaria concurrencia de un 

efectivo interés público, con carácter previo a la eventual tramitación de urgencia de un expediente de 

contratación, habrá que ponderar, atendiendo a las circunstancias que se den en cada caso concreto, el 

interés público concurrente con el respeto a los principios que rigen la contratación pública”. Sobre esto 

último, indica que “conviene incidir en el hecho de que con la tramitación de urgencia de los expedientes 

de contratación quedan salvaguardadas las garantías esenciales de los procedimientos de contratación 

pública ya que, (…), dicha tramitación afecta mayoritariamente a sus trámites internos”, y que la única 

especialidad que puede tener impacto en el principio de concurrencia es la reducción del plazo de 

presentación de proposiciones, que debe ser respetuosa con el citado principio.  

Respecto de los plazos de presentación de ofertas, indica la JCCAC dichos plazos se regulan en la LCSP 

con el carácter de mínimos, tanto para la tramitación ordinaria, como para la declarada de urgencia, 

pudiéndose fijar otros superiores. Para ello, y en consonancia con lo dispuesto en el artículo 136 de la 

LCSP, habrá que tener en cuenta la complejidad del contrato y el tiempo necesario para preparar las 

ofertas, lo que “comporta la obligación en la tramitación urgente de los expedientes de establecer plazos 

de presentación de ofertas que, siendo iguales o superiores a los mínimos reducidos fijados por la Ley, 

respeten el principio de concurrencia, ponderado, en estos casos, con la urgencia derivada de la razón 

de interés público o la necesidad inaplazable concurrente”. 

No obstante lo anterior, insiste la JCCAC en su conclusión final, teniendo en cuenta lo dispuesto en la ya 

citada Sentencia de 27 de febrero de 2008 del Tribunal Supremo, que “Dado que la tramitación de un 

expediente de contratación por urgencia tiene que derivar de la necesidad de celebrar el contrato o 

acelerar la adjudicación, en el caso que la obtención de fondos públicos venga condicionada por el 

cumplimiento de determinados plazos relativos a la ejecución del contrato, y no a su adjudicación o 

formalización, no procederá la tramitación urgente del expediente por este motivo”. 
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De acuerdo con lo anterior, cabría considerar el interés económico de la Administración en recibir o no 

perder la posible financiación externa del contrato incluido dentro del concepto de interés público a que 

se refiere el artículo 119.1 de la LCSP, siempre que quede debidamente justificada la existencia de ese 

interés público para acelerar la adjudicación del contrato, no resultando posible si la obtención de los 

fondos queda condicionada a la necesaria ejecución del contrato en un plazo determinado. En el caso 

que nos ocupa, y por los términos en que se ha expuesto la consulta, parece ser que nos encontraríamos 

en este último supuesto, por lo que no procedería la declaración de urgencia al estar vinculados los 

fondos a la ejecución del contrato en una fecha concreta (31 de diciembre de 2022). En cualquier caso, 

habrá que tener en cuenta la diligencia de la Administración en la utilización de los fondos; es decir, 

habrá que considerar, entre otros parámetros, en qué momento estuvieron disponibles esos fondos y si 

la Administración tuvo tiempo de licitar el correspondiente expediente de contratación, tramitándolo 

de forma ordinaria y con salvaguarda de los principios de contratación pública.  

Esto último también es predicable de la necesidad de la Administración de llevar a cabo las obras de 

reforma. Tendrá que analizarse si aquélla era conocedora de la situación en que se encontraba el 

inmueble y haber tramitado ordinariamente el expediente de contratación, pues este no puede quedar 

alterado de manera injustificada. Tal y como ya se ha indicado, la situación urgente debe ser evaluable 

objetivamente y responder a razones de interés público acreditadas razonablemente que determinen la 

necesidad inaplazable de tramitar el procedimiento con la urgencia que requiera. 

  

 Obligatoriedad de indicar el lugar de ejecución del contrato 

 

La LCSP ley de contratos regula en su artículo 135 el “Anuncio de licitación” de los contratos, 

estableciendo en su apartado 4 que Los anuncios de licitación de contratos contendrán la información 

recogida en el anexo III. El citado anexo recoge entre esa información el “Código NUTS del 

emplazamiento principal de las obras, en el caso de los contratos de obras, o código NUTS del lugar 

principal de entrega o de ejecución en los contratos de suministro y de servicios. Cuando la concesión 

esté dividida en lotes, esta información se facilitará para cada lote”.  

La Nomenclatura de las Unidades Territoriales Estadísticas o NUTS (derivado de las siglas en francés de 

Nomenclature des Unités Territoriales Statistiques), es un sistema jerárquico para dividir el territorio 
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económico de la Unión Europea y el Reino Unido con fines estadísticos, así como para decidir el reparto 

de los fondos de cohesión europea. 

Para cada estado miembro de la Unión Europea, la Oficina Europea de Estadística (Eurostat) establece 

una jerarquía de tres niveles NUTS de acuerdo con cada estado miembro. 

El establecimiento de las unidades territoriales se basa, en principio, en las unidades administrativas ya 

existentes en cada uno de los estados miembros. 

Por unidad territorial se entiende una región geográfica con una autoridad administrativa establecida y 

con competencia institucional y legal en el estado en cuestión. En España, los niveles de NUTS son 

prácticamente equivalentes a la organización político-administrativa existente, con tan solo una 

agrupación de comunidades autónomas en el NUTS-1, las propias comunidades autónomas en el NUTS-

2 y las provincias peninsulares, ciudades autónomas e islas en NUTS-3. 

De acuerdo con lo anterior, el anuncio de licitación obliga a publicar la localidad en la que, en nuestro 

caso, se vayan a ejecutar las obras de reforma, sin que resulte necesario publicar la dirección exacta de 

aquél, debiendo quedar bien definidas las prescripciones técnicas del contrato donde queden reflejadas 

las actuaciones concretas que se deben llevar a cabo y la situación en que se encuentra actualmente el 

edificio.  

Hemos de tener en cuenta que, dado que el procedimiento de contratación se rige por los principios de 

igualdad, transparencia y concurrencia, en un principio, cualquier persona interesada puede contratar 

con el sector público, siempre que reúna las condiciones necesarias de aptitud para ello y no se 

encuentre incursa en alguna causa de prohibición para contratar. Lo anterior implica que pueden 

presentar proposiciones en un procedimiento de contratación licitadoras de cualquier punto geográfico, 

dentro o fuera del territorio nacional; para saber si podrán llevar a cabo la ejecución del contrato con 

los medios de los que disponen y poder calcular adecuadamente su oferta, es fundamental conocer el 

lugar de ejecución del contrato, ya que uno de  los datos a tener en cuenta para preparar la oferta, y 

valorar si les resulta interesante o no participar en el correspondiente procedimiento de contratación 

que se convoque, será la distancia a la que se encuentre, en este caso, el inmueble objeto de reforma, 

del domicilio social de la empresa. Para la preparación de la oferta, basta con que se indique la localidad 

en que se encuentre ubicado el inmueble, sin que resulte necesario publicar la dirección exacta de aquél, 

debiendo quedar bien definidas las prescripciones técnicas del contrato donde queden reflejadas las 

actuaciones concretas que se deben llevar a cabo y la situación en que se encuentra actualmente el 
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edificio. Además, dado que estos pisos ofrecen seguridad y protección a estas mujeres víctimas de 

violencia machista se puede considerar que la confidencialidad de su ubicación justificaría la no inclusión 

de los datos correspondientes a la dirección exacta (calle y número) del inmueble. 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la consulta 

planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante.  
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